Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 59 minutos) 


Les comunico que el próximo miércoles, a la hora 14, la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial va a recibir a esta 
Comisión de Asesores. 


Tiene la palabra el señor Villegas. 


SEÑOR VILLEGAS.- Voy hacer referencia a un material que acabo de entregar al coordinador, con el que intento resumir lo que 
hemos estado conversando todo este tiempo sobre los instrumentos de ordenación. No hay articulados; es como un capítulo que se 
llama Instrumentos de Ordenación. La primera parte hace referencia a los instrumentos de ordenación. Recojo algunas cosas e 
incorporo otras nuevas. Por ejemplo, recojo conceptos del arquitecto Sienra sobre lo estructurante en la directiva general del Plan 
Nacional y una sugerencia de la arquitecta Crespi, cuya parte ejecutiva se llama Proyectos y puede no pertenecer a los planes o a 
parte de los planes, aunque puede ser la parte sustancial. 


Por otro lado, incorporo, entre los instrumentos de ordenación que separo entre generales y específicos, una cosa que no estaba 
en las consideraciones anteriores y que creo que es básico. Me refiero al diagnóstico, que es previo a toda acción de planificación. 
Entonces, el diagnóstico pasaría a ser el primer apartado de los instrumentos de ordenación. 


El segundo serían las directrices, que son una expresión de bases conceptuales muy generales, pero definitorias y estructurantes 
referidas a la definición de propósitos y formas de actuación en situaciones creadas por problemas u oportunidades que se generan 
en el territorio. 


El tercer grupo responde a las políticas, que son expresión de actuaciones formadas por directrices o grupo de ellos como actitudes 
a adoptar frente a problemas u oportunidades generadas o ante las formas de uso del territorio. 


Entonces, los instrumentos que llamo generales son: diagnóstico, directrices y política; los que llamo específicos son los 
programas, los planes, que a su vez se dividen en planes regionales, departamentales, urbanos, especiales, y, finalmente, la gran 
sugerencia de la arquitecta Crespi que son los proyectos, otra parte final de los instrumentos, previa a la ejecución de las obras. 


Entiendo que los programas son anteriores a los planes; son una expresión de deseos o de aspiraciones que se refieren a la 
solución de un problema específico. Por eso separo los programas generales de los específicos, y ellos son específicos para 
atender una situación determinada. 


Finalmente, aparecen los Planes de Ordenación Territorial que tienen varios grupos. En primer término, el Plan Nacional comprende 
actuaciones estructurantes y otras específicas de estructuras e infraestructuras nacionales y puede ser sustituido por un sistema de 
directrices nacionales. 


Más adelante hago referencia a que todos los instrumentos antes referidos deberán ser propuestos por la Dirección de 
Ordenamiento Territorial del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y aprobado por éste o por los 
gobiernos departamentales. Se considera necesaria la previa intervención de entidades particulares que tengan o puedan tener 
intervención en la formulación de estos instrumentos. 


Es decir que primero coloco el Plan Nacional o las directrices nacionales que son los instrumentos rectores de todo el sistema. 


Luego están los planes regionales que tienen dos formas. En una región cuya definición es ambigua, cualquiera ella sea, en 
general se puede detectar un problema en un área específica. Entonces, si el área en cuestión está incluida en el interior de un 
departamento, las propuestas y soluciones deben ser elaboradas y aprobadas por el gobierno departamental, el cual incluirá, en 
sus previsiones financieras, los recursos para elaborar y realizar este plan regional. Pongamos el ejemplo de una región para 
plantar repollos. En el caso de que el área del territorio, que deberá ser incluido en un plan regional, comprenda porciones de 
territorio incluidos en más de un departamento, deberá existir la formalización de un convenio entre los gobiernos departamentales 
afectados con intervención preceptiva, en este caso, de la Dirección de Ordenamiento Territorial del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En el convenio deberán precisarse los alcances del Plan, su delimitación y las 
obligaciones emergentes. 


Más adelante, incorporo los Planes Departamentales de Ordenación Regional, que comprende hasta la totalidad del territorio 
departamental y deben referirse a situaciones estructurantes del mismo. Se prestará particular atención a su coordinación con el 
Plan Nacional o con las directrices nacionales de ordenación territorial. En las actuaciones que eventualmente pudieran incidir 
sobre los departamentos vecinos deberán explicitarse las actuaciones de coordinación mutua. Recuerdo que en Maldonado se 
repavimentó la Ruta 12, que llega hasta la cuchilla de Casupá, pero Minas no hizo lo propio, a pesar de que de Maldonado a Minas 
se toma el atajo de la Ruta 12. Es decir, Maldonado rediseñó y pavimentó la Ruta 12 hasta su límite departamental y Lavalleja no 
hizo la contrapartida necesaria. 


SEÑOR SIENRA.- Esa fue una situación curiosa, ya que se trataba de una ruta nacional y no departamental. Entonces, resulta más 
difícil de entender por qué el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que es el responsable, hizo el pavimento de un lado y del 
otro no. Para tomar el mismo ejemplo de Aiguá, debo decir que el camino departamental que va de Aiguá a Rocha también tenía 
una parte en muy buenas condiciones y otra en pésimo estado, pero en este caso esto se vinculaba directamente con programas 
de mantenimiento diferentes de cada Intendencia. 


SEÑOR VILLEGAS.- Por eso mismo dejaríamos claro que en los Planes Departamentales se prestará particular atención a su 
coordinación, además del Plan Nacional o de las directrices, expresando que en las actuaciones que eventualmente pudieran 


incidir sobre departamentos vecinos, deberán explicitarse las situaciones de coordinación mutua, o sea, de ambos departamentos. 
Los Planes Departamentales serán elaborados y aprobados por los respectivos Gobiernos Departamentales. 


A continuación, se ubican los Planes Urbanos de Ordenación Territorial, que comprenden áreas urbanas y suburbanas, totales o 
parciales, de los centros poblados de un departamento y que serán elaborados y aprobados por los respectivos Gobiernos 
Departamentales. 


Los Planes Especiales de Ordenación Territorial comprenden las actuaciones necesarias para enfrentar situaciones parciales y 
locales de oportunidades y problemas dentro de un territorio departamental. Los mismos serán elaborados y aprobados por los 
respectivos Gobiernos Departamentales. 


Además, mediante una nota, se expresa que los distintos Planes de Ordenación Territorial deberán incluir necesariamente en sus 
previsiones, los plazos probables de ejecución, vigencia y remisión, así como también su viabilidad política y social y un estudio 
económico-financiero que posibilite la previsión de recursos humanos y materiales para la elaboración y ejecución de ellos. 


Hay una nueva categoría comprendida por los proyectos -esta es una sugerencia de la arquitecta Crespi- relativos a los Planes de 
Ordenación Territorial que comprende una serie de documentos, gráficos y escritos necesarios para llevar a cabo, de manera 
parcial o total, las distintas obras incluidas en un Plan de Ordenación Territorial. Necesariamente incluirá una previsión detallada de 
costos y la documentación para licitar esas obras cuando no puedan ser ejecutadas directamente por las entidades encargadas de 
su formulación. 


Finalmente se dice, mediante otra nota, que con la redacción que antecede consideramos que queda cubierto el campo de los 
instrumentos de ordenación territorial. Una fundamentación más detallada puede encontrarse en los papeles anteriormente 
presentados a esta Comisión Asesora, denominados "Reflexiones 1 al 14". 


Simplemente, quería poner esto a consideración que, desde luego, es perfectible. En lo personal, intenté resumir de la manera más 
sintética posible todo lo que tiene que ver con los instrumentos de ordenación. No hice referencia en este caso al articulado del 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo, ya que considero que están elaborados de manera independiente, aunque posteriormente se 
podrán relacionar. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Quería hacer una pregunta muy puntual. En la segunda página, luego de enumerar los instrumentos 
específicos, en la nota se expresa que todos los instrumentos antes referidos deberán ser propuestos por la Dirección de 
Ordenamiento Territorial del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y aprobados por éste o por los 
Gobiernos Departamentales. Esa disyuntiva me llamó la atención, porque el tema de las aprobaciones es uno de los más delicados 
y más opinables que hemos visto. 


SEÑOR VILLEGAS.- En los programas, en cualquiera de estos estudios generales, y aún en los específicos, hay una condición de 
jerarquías o de posibilidades. Por ejemplo, pienso que la Intendencia Municipal de Montevideo tiene suficiente capacidad técnica 
como para elaborar parte de estos documentos. En la actualidad, me consta que la referida Intendencia tiene mucho más 
capacidad que la del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, así como también la tiene el Instituto de 
Urbanismo de la Facultad de Arquitectura respecto de este último. 


Por consiguiente, tanto de un lado como del otro, se pueden formular programas de este tipo, pero ellos, si son nacionales, deben 
ser aprobados por el Ministerio respectivo, y si son departamentales o regionales, por los Gobiernos Departamentales. 


Además, al margen de la primera nota, se puede agregar que se considera necesaria la previa intervención de entidades 
particulares que tengan o puedan tener intervención en la formulación de estos instrumentos. Quiere decir que queda abierto a que 
cualquier persona, entidad, grupo u órgano de gobierno pueda formular un plan y presentarlo. 


En el caso de los programas nacionales, debe ser aprobado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, y en el caso de los programas departamentales, por los respectivos gobiernos. 


SEÑOR GILMET.- Quisiera plantear una pregunta al arquitecto Francisco Villegas con relación al documento que acaba de entregar 
y exponer. Al diferenciar entre los objetivos generales y específicos e incluir entre los generales al literal A), Diagnóstico, ¿cómo 
entiende la intervención de esta etapa tan importante en la elaboración de un instrumento de ordenación, en particular del 
diagnóstico, en cada uno de los planes o de las figuras de ordenación que luego propone? 


SEÑOR VILLEGAS.- Me pareció obvio repetir la palabra "diagnóstico" previamente a cada uno de los tipos de planes; por eso no la 
incluí, pero la puse al principio. El diagnóstico siempre es previo a cualquier actuación o gestión. Entiendo que el proceso que llamo 
"diagnóstico" como instrumento de ordenación, es aplicable a todos y cada uno de los planes. 


Es obvio que todos los que hemos actuado ya sea en la docencia, en los Institutos, en la práctica profesional o en entidades del 
Estado como funcionarios, hemos tenido que improvisar en el tema "diagnósticos". Eso me ha pasado a mí y creo que también le 
debe haber ocurrido a todos los que trabajaron en esto. Considero que no se puede abordar un problema si éste no se ha definido 
previamente. El problema se detecta, se evalúa, se localiza, se plantean los instrumentos posibles y de ahí que a la alternativa 
previa a toda actuación en la materia la denomino "diagnóstico". 


En algunos casos, el diagnóstico parece implícito. Por ejemplo, trato de corregir algunos de los cantegriles del primer tramo de 
Aparicio Saravia empezando del norte hacia el sur. Ese es un problema específico y preciso un diagnóstico para poder atacarlo. El 
diagnóstico quizás ya está hecho, pero si tuviera que encararlo hoy, sería necesario recurrir a entidades que han hecho 
evaluaciones sobre ese tipo de problemas. 


En el caso de arroyo Miguelete, por ser muy claro y muy específico, recuerdo que el ingeniero Guido Simeto -quien habla todavía 
era estudiante- hizo la canalización, es decir, afirmó los tarugos con ladrillos -en realidad, la canalización la hizo OSE- y realizó las 
pequeñas represas que hubieran permitido detener los residuos que siempre se acumulaban. Sin embargo, esas buenas 
intenciones fueron desvirtuadas por otras acciones que ocurrieron después. Hay un hermoso plan de la Intendencia Municipal para 
revitalizar todo el cauce del arroyo Miguelete, pero si no hay dinero para hacerlo, el plan queda en el papel. A eso me refería. El 


plan del ingeniero Guido Simeto en OSE se llevó a cabo y estuvo vigente, pero luego aparecieron otros factores que anularon el 
concepto básico de ese trabajo que, en aquel momento, fue muy importante. 


SEÑORA PEREIRA.- Se podría afirmar entonces que para que los instrumentos de ordenación, que el arquitecto Villegas nombra 
como específicos, sean viables, productivos, de por sí deben presuponer la existencia de los instrumentos de ordenación que 
refieren a objetivos generales. Por ejemplo, el diagnóstico de por sí siempre tiene que estar, pero las directrices también deben 
preexistir para que los objetivos específicos se cumplan. Eso es obvio. 


SEÑOR VILLEGAS.- No figuraban explícitamente y consideré que era conveniente que aparecieran entre los instrumentos de 
ordenación, por ser básicos para todo proyecto y todo plan. 


Naturalmente, es una propuesta y no pretende agotar el tema. Mi trabajo, simplemente, es una síntesis de lo que hemos estado 
hablando en distintas oportunidades en el seno de esta Comisión. Me pareció que sería útil realizar esa síntesis para que los 
diferentes miembros de la Comisión la analizaran y la pusieran "patas para arriba", la corrigieran o la cambiaran en los términos de 
una cultura urbanística y arquitectónica razonable. 


SEÑOR GILMET.- Por nuestra parte, en general estamos de acuerdo con la propuesta del arquitecto Villegas, que plantea un 
sistema jerarquizado de instrumentos de ordenación y, en particular, coincidimos hasta en las denominaciones, aunque quizás este 
sea un tema menor que pone de manifiesto una coincidencia más conceptual. Digo esto porque se plantea que los planes 
regionales, departamentales, urbanos y especiales son de ordenación territorial, y me parece que, conceptualmente esto debe 
quedar explícito. A este respecto tenemos total coincidencia, y en la propuesta que habíamos adelantado recogíamos ese 
concepto, aunque una figura que estaba allí contenida no ha sido tenida en cuenta. Desconozco la razón de este hecho y aclaro 
que la mencionada figura estaba referida a un caso particular de los Planes Regionales de Ordenación Territorial, que en su 
momento esta Comisión había recogido. Me refiero al Plan de Ordenación Territorial de la región metropolitana, con respecto a la 
cual muchos pensamos que sería interesante que la ley lo estableciera explícitamente. Al respecto, esto había aparecido en una 
propuesta específica del Instituto de Teoría y Urbanismo, para que fuera recogido por la ley, a pesar de que se podía interpretar 
como un caso particular de los Planes Regionales de Ordenación Territorial. Por lo tanto, en ese nivel de análisis tenemos acuerdo 
y queremos expresarlo. 


En cuanto a la pregunta que formuláramos anteriormente sobre la inclusión de la etapa de diagnóstico en cada una de las figuras 
de ordenación, esperaba esta misma respuesta, es decir, que era obvio que en cada una de las figuras de ordenación aparecería 
una etapa de análisis o diagnóstico. Entendemos que esta etapa es más amplia y preferimos denominarla -como ya lo hemos 
hecho en otras oportunidades- de memoria de información, e incluye un análisis de escenarios. Esto está recogido aquí cuando se 
habla del análisis ponderado de oportunidades, por lo que se incluye el horizonte a futuro de dicho análisis. Creemos que esa 
memoria informativa debe recoger también un análisis del propio contexto planificador en que se inserta una nueva propuesta. Por 
ello, en alguna oportunidad hemos preferido hablar de información, ya que se refiere a una síntesis de la información que se ha 
podido recabar al inicio de la redacción de una figura de ordenación, sea cual sea. 


Luego, entendemos que aparecería la propuesta que tiene que ser precedida -y en esto también coincidimos con lo expresado por 
el arquitecto Villegas- por una expresión de objetivos, de políticas y de las directrices o lineamientos estratégicos que van a orientar 
dicha propuesta. Esta sería, entonces, la memoria de ordenación. 


Al igual que la propia estructura de la ley que establece una diferencia entre los instrumentos de ordenación y los de gestión, 
pensamos que en el desarrollo de cada una de las figuras de ordenación también debería realizarse una distinción entre aquellas 
propuestas propiamente de ordenación de las de gestión. En cuanto a las propuestas de gestión -este tema ya fue analizado en 
una sesión previa de la Comisión- estas deberían incluir también el seguimiento del plan o de sus directrices, o de la figura de que 
se trate. Con respecto a esto también preferíamos que apareciera en forma explícita por lo que, en algún momento, también 
esbozamos la propuesta de que pudiera recogerse en el texto de la ley, la creación de un organismo o de una comisión de 
seguimiento. Entendemos que es tan importante la redacción de un Plan y su aprobación, como su seguimiento y evaluación, y por 
eso lo recogimos en forma explícita. Reitero que me estoy refiriendo a la gestión. Quizás podríamos evaluar hasta qué punto es 
necesario que esté contemplado en esta ley pero, en esta oportunidad, estoy tratando, desde nuestra óptica, de sintetizar cuáles 
serían los componentes de una figura de ordenación. 


Además, entendemos que de esa propuesta de ordenación y gestión aparecerán expresiones normativas. En el ámbito de la 
Comisión se ha planteado un requerimiento en cuanto al carácter que tiene esa expresión normativa y qué rango de aprobación va 
a tener. Hemos reflexionado al respecto y, en forma muy primaria, quisiéramos plantearlo en estos términos: lo referente al órgano 
ya está planteado en las propuestas de competencias y no voy a reiterarlo; no obstante, hay un matiz en lo que tiene que ver con la 
determinación de si se refiere al órgano ejecutivo o al legislativo, ya sea en el ámbito nacional o en el departamental. 


Reitero que planteamos esto en forma muy primaria, ya que nos parece que aquellos instrumentos que plantean una memoria de 
ordenación normativa, que tienen un carácter que los vincula, deberían ser aprobados por el órgano legislativo. Dejaríamos abierta 
la posibilidad de que aquellas expresiones que tienen un carácter más orientador, pudieran ser remitidas para su aprobación con un 
rango de decreto, en el caso del ámbito nacional o a través de una resolución del Intendente, si se tratare del ámbito 
departamental; pero cuando la norma es vinculante, independientemente de que la facultad de su aprobación se encuentre en el 
ámbito departamental o nacional, debería remitirse al órgano legislativo correspondiente, es decir, a la Junta Departamental o al 
Poder Legislativo. 


Pensamos que la posibilidad de la redacción de instrumentos que tengan un carácter más orientador y que, por lo tanto, quizás no 
requieran, por ejemplo en el ámbito nacional, de una aprobación legislativa, podría dar más flexibilidad. En este caso, tal como lo 
entendemos nosotros, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podría redactar documentos 
orientadores, de avance, que sean un aporte a toda la construcción de este sistema de ordenación territorial tan complejo, con 
ámbitos tan diferenciados y con figuras de un grado de complejidad muy grande. Además, dado ese carácter orientador, podría 
tener un trámite más expeditivo. Pero cuando ese carácter orientador cambia y se transforma en un instrumento vinculante, con un 
grado de obligatoriedad, nos pareció que debería tener una sanción legislativa. De esta forma, en el ámbito nacional, debería 
transformarse en una ley y en el departamental en un decreto departamental, que tiene fuerza de ley en su jurisdicción, como 
establece la Constitución de la República. 


SEÑOR VILLEGAS.- Para tratar de aclarar un poco lo que había planteado el arquitecto Gilmet, debo decir que traté de no 
profundizar en el tema. Por eso hablo de gobiernos departamentales sin especificar si se refiere al Ejecutivo o al Legislativo. 
Evidentemente, las normas nacionales -o sea, en el caso del Plan Nacional, inciso e)- no me cabe la menor duda de que deben ser 
aprobadas por ley. Simplemente quise realizar una síntesis de las situaciones posibles, por lo que cada uno de estos ítems 
merecerían un desarrollo ulterior. Hay una parte normativa que puede ser aprobada por ley y otra que puede pasar a la 
reglamentación. De todas maneras, ese es un problema un poco posterior en el que no quise entrar. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Comparto los criterios que planteaban los arquitectos Gilmet y Villegas, pero quería hacer referencia a un 
matiz. El arquitecto Gilmet dice que cuando las normas tengan carácter vinculante, deben ir al órgano legislativo y obtener esa 
aprobación. Estoy de acuerdo en el caso de que se tratara de normas de carácter general y abstractas, que es la forma de definir 
un acto legislativo. 


Digo esto porque también es vinculante la decisión del Intendente cuando dice, por ejemplo, que un determinado hotel tendrá la 
rambla con o sin acceso sobre cierta laguna, porque ese requisito lo va a obligar al particular a ceñirse a lo estipulado. Me parece 
que debe evitarse que se eleven a la aprobación del órgano legislativo todas y cada una de las decisiones que individualmente 
afectan a un particular; lo que sí debe llevarse al órgano legislativo respectivo -Parlamento Nacional o Junta Departamental- es 
aquella norma que tenga un carácter vinculante para la generalidad de los sujetos alcanzados por ella. 


SEÑOR GILMET.- Coincidimos con lo expresado por el escribano Vázquez en cuanto a que el carácter de la ley debe ser general y, 
como decían acá, abstracto y coercitivo. Si bien es cierto que en un caso particular puede resolverse por la aprobación del 
Ejecutivo, por ejemplo en el ámbito departamental, no puede entrar en contradicción con la norma que rige en ese ámbito y que fue 
aprobada por la Junta Departamental. Esto es así porque si entra en contradicción con la norma es una modificación de ella y, por 
lo tanto, el Ejecutivo -llámese Intendente- debe remitirlo a la Junta Departamental. Entonces, en los hechos, si bien es un caso 
particular, está modificando la norma general, abstracta y coercitiva. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Lo que digo es que el objetivo tiene que ser dictar normas generales y no de un caso concreto para solucionar 
el problema de determinado planteo. Deben ser marcos que den un ámbito de seguridad jurídica para trabajar. Entonces, si sé que 
está vigente determinada ordenanza departamental y presento un proyecto ajustado a ella, debe ser aprobado en el nivel ejecutivo, 
sin necesidad de ir al Poder Legislativo. 


SEÑOR SIENRA.- Así es como tiene que ser y como funciona en buena parte del país donde se aplica la norma; pero el asunto es 
el siguiente. En este texto legal tenemos que tratar de crear el sistema de ordenación del territorio y establecer cómo se van a 
hacer los planes, lo que incluye saber quién los va a aprobar y a aplicar. Obviamente, por más que se establezcan plazos a los 
planes, hay una vigencia continuada que debe existir. Es decir que un Plan tiene que estar vigente hasta que sea sustituido por 
otro, porque no se puede decir que como tiene determinados años de vigencia por lo tanto deja de funcionar. Tiene que elaborarse 
otro para sustituirlo porque, de lo contrario, queda el vacío. Como dije, todo Plan se aprueba y tiene vigencia hasta que es 
sustituido por otro. Lo que la norma debe decir es que cada cierta cantidad de tiempo tiene que ser revisado obligatoriamente. 


También me parece fundamental que en la norma se establezca que en todo momento, cualquier parte puede solicitar su revisión, 
lo que sería atender casos que eventualmente no estén previstos y que puedan resultar lógicos o deseables. En esos casos se 
modificaría el plan, pero se aplicaría el procedimiento para el cambio. Lo que la ley debe decir es que no se aceptan excepciones al 
plan. Si hay una propuesta de modificación, se aplica el procedimiento y entonces se modifica el plan. Si vamos a las excepciones, 
los planes pasan a no tener sentido porque son sólo para algunos y eso no puede ser. Por consiguiente, pienso que tenemos que 
ocuparnos para que eso ocurra. Hay que evitar la posibilidad de las tolerancias o de las excepciones en los planes, porque estos 
son de cumplimiento obligatorio, y eso es lo que tiene que decir la ley. 


En términos generales, comparto la propuesta del arquitecto Villegas y lo que aquí se ha dicho, y si bien tengo algunas 
observaciones, las entraremos a analizar cuando estudiemos los detalles de cada instrumento. Sin embargo, me parece 
fundamental hacer notar que esto no puede tener una estructura piramidal. Aquí se van a ordenar planteos de ordenación de varios 
niveles simultáneamente y no es posible pensar que tendremos el nivel superior o nacional resuelto, luego el regional, después el 
departamental y más adelante el urbano para poder hacer un plan de detalle, porque no se va a dar así. Habrá una mezcla de 
todos y, probablemente, el Plan Nacional no lo tengamos nunca o, por lo menos, no en un corto plazo. El Ministerio tiene 12 años 
de vida y todavía no tenemos un esbozo de esa tarea. 


Por otra parte, a nivel departamental o regional las presiones son muy diferentes, pues la urgencia de lo que se debe hacer 
depende de la dinámica de ocupación y de uso del territorio. Considero que los planes departamentales completos se cuentan con 
los dedos de la mano, porque ni siquiera ha habido una demanda de la gente. En todas las ciudades medianas e importantes del 
país hay planes urbanos, aunque quizás haya que revisarlos. Debemos tener en cuenta que ésta no es una estructura piramidal 
rígida, sino flexible y coordinada, y que se va a hacer según las prioridades de cada zona. Esto también lo debemos tener en 
cuenta cuando redactamos esto, para que cada zona del país pueda ir resolviendo los problemas de una forma lógica, razonable, 
coherente y coordinada con el resto. 


SEÑOR VAZQUEZ.- Ampliando la reflexión del señor Sienra, debo decir que aunque no se quiera tener una estructura piramidal, de 
alguna manera hay decisiones que tienen más fuerza que otras. Por ejemplo, la decisión de construir o no un puerto de aguas 
profundas en La Paloma no la va a tomar el gobierno departamental de Rocha por sí solo; sin embargo, esa decisión va a afectar 
tremendamente a la vida y al área de ese departamento. Lo mismo ocurre con el lugar por donde va a atravesar el trazado de la 
famosa autopista San Pablo-Buenos Aires-Valparaíso. 


SEÑOR SIENRA.- Ese tipo de decisiones en cuanto a puertos, carreteras, centrales de energía eléctrica, nudos de transporte 
multimodal, puertos deportivos, etcétera, se van a seguir dando. Tengo mis serias dudas en cuanto a que las resoluciones que 
implementen esos equipamientos sectoriales, respondan a un Plan Nacional o a unas directrices nacionales de ordenamiento del 
territorio, aunque probablemente no respondan en un plazo mediato y tampoco lo hagan a un plan departamental en ese período. 
Eso no quiere decir que no haya necesidad de tener una visión amplia. Creo que debemos tener conciencia de que habrá una 
flexibilidad inicial porque el país no cuenta con recursos financieros ni humanos para dedicarse a la planificación territorial a todos 
los niveles simultáneamente, en estos momentos. Se pueden poner plazos -como proponemos que se estableza en la ley- para ir 
haciendo los distintos planes, pero también se debe dotar de recursos para que se puedan llevar adelante, porque de nada sirve 


fijar una obligación y un plazo si luego no hay recursos. Aun en el caso de que se establezca un plazo razonable y el país consiga 
los recursos para armar todo el entramado de planes, cuando éstos se vayan a rever y modificar no se va a empezar nuevamente 
por el Plan Nacional, para seguir con el regional, el departamental, el de la ciudad y luego el de un detalle, sino que se van a ir 
revisando y modificando como sea necesario. Entonces, esa flexibilidad es indispensable, y por eso la importancia de la 
coordinación y de que los distintos niveles de gobierno participen en el diagnóstico y propuestas de todos los planes. 


Ese diálogo debe permitir tener una solución razonable en todos los niveles de propuesta. Por ejemplo, Montevideo tiene su POT y 
ese es un dato de base para el Plan Nacional. Por supuesto, cuando se elabore el Plan Nacional, podrá emitir directivas que 
modifiquen el POT, pero hoy éste es una directiva precisamente para el Plan Nacional. Lo mismo sucede con otros planes como el 
de Maldonado y otras ciudades. Esto tiene una ida y vuelta en los distintos niveles. A lo que me refiero es a que no se trata de una 
estructura piramidal militar. 


SEÑORA PEREIRA.- Entiendo la realidad de los hechos, pero creo que nuestra intención tendría que ser ir hacia una estructura 
piramidal; para mí la coordinación es fundamental, pero la misma está en el momento de hacer los planes. Una vez que los planes 
están hechos, para que pueda existir la visión olística que efectivamente necesitamos y para que las cosas se hagan con orden, de 
forma no desorganizada, siguiendo determinados parámetros, hay que seguir cierta estructura jerárquica. Separemos: una cosa es 
la estructura jerárquica en los planes ya hechos y otra es la coordinación en el momento de elaborar los planes, que es 
fundamental. Además, hay que tener en cuenta las situaciones de los diversos órganos del Estado. 


Disculpen mi ignorancia sobre el tema, pero no puedo imaginarme que no aspiremos a una estructura jerárquica en la cual el Plan 
Nacional sea el documento base, la constitución para que después se vayan estructurando los otros planes. No hablo en utopía, 
pero espero que en el futuro podamos tener planes en todos los departamentos y regiones. 


SEÑOR SIENRA.- No digo que no vaya a existir un Plan Nacional en el futuro mediato; pero creo que en el futuro inmediato no va a 
existir, o en un largo plazo. Ojalá pueda existir uno y sea sensato e imponga directivas adecuadas, debidamente discutidas y 
coordinadas con la gente y con los distintos niveles de Gobierno y con los organismos que hacen estructuras sectoriales. También 
las dinámicas imponen a las estructuras determinadas directivas que quien hace el Plan Nacional debe tener muy en cuenta. 


Seguramente, en el Uruguay y en todos los países del mundo que conozco, los planes urbanos se hacen mucho antes que los 
planes nacionales. Es más, hay países como Suiza, Australia o España que no tienen planes nacionales; funcionan con 
coordinaciones muy básicas. Casi todos los países tienen planes estructurantes de ordenación del territorio y no pasan de eso, y 
está muy bien que así sea. Creo que nosotros tenemos que crearnos instrumentos y crearles la obligación, en los distintos niveles 
de Gobierno, de elaborar esos instrumentos y normas legales que se requieren no solamente para el plan en sí, sino también para 
la gestión. Hace unos días se ponía el ejemplo de la gestión de los residuos para el área metropolitana. Me parece muy bien que, 
eventualmente, haya una autoridad que maneje a nivel del área metropolitana eso u otras cosas. Son normas legales que van a 
tener que ir siendo desarrolladas. 


Nosotros tenemos que crear todos esos instrumentos, pero no vamos a imponerle al país el orden en que tiene que hacerlo porque 
ello depende de las necesidades y nosotros no sabemos muy bien cuáles son esas necesidades, porque además no son las 
nuestras, ni las de los organismos, sino las de la gente. Hay que resolver los problemas de la gente y, a la vez, dejar que la gente 
resuelva sus problemas. 


SEÑORA PEREIRA.- ¿El Plan Nacional es una necesidad básica? 


SEÑOR SIENRA.- Ojalá lo tengamos. No sé si es una necesidad básica. Ojalá las carreteras, los puertos y los aeropuertos se 
instrumenten y se definan. Ojalá podamos tener un Plan Nacional. Estoy dispuesto a que esta ley ponga fecha, tiempo y plazo para 
que el Ministerio lo haga. 


SEÑOR VILLEGAS.- En las estructuras de sucesivos planes, hay algo que es muy claro. Si hay un plan de jerarquía superior, los 
planes locales, regionales o lo que fuera tendrán que asumir como dato de base los programas de jerarquía superior. Esto, si los 
hay; de lo contrario, adelante. 


Es decir, sabemos que la ciudad tiene un funcionamiento que puede ser contingente y en un Plan Nacional dichas contingencias 
podrían estar previstas o no. Este es el caso del nuevo puerto de Montevideo. Coincido con lo que expresaba el arquitecto Sienra 
en cuanto a que hay una gran relatividad y una interactuación e interacción entre los distintos niveles de planes, que puede 
comenzar de abajo a arriba o viceversa. Esto lo tengo absolutamente claro. Pero no considero que las normas generales sean 
absolutas y esa fue, justamente, mi discrepancia básica con el proyecto del Poder Ejecutivo, que establecía situaciones que no 
eran realizables, ya que eran firmes de por sí, es decir, no admitía la remisión de los planes; sin embargo, la ley del Ministerio sí lo 
permite. 


SEÑORA PEREIRA.- Noté que todos los proyectos de los integrantes de esta Comisión han dejado el inciso 1* del artículo 4*, que 
refiere a las competencias. Se me ocurre la hipótesis de que, mientras no exista el Plan Nacional y se esté realizando un Plan 
Departamental, por ejemplo, en Lavalleja, dejemos con carácter general las competencias del gobierno departamental. Entonces, 
¿hasta qué punto el Ministerio competente podría llegar a decir que el Plan no se puede realizar por tal o cual motivo? 


O sea, mientras no exista el Plan Nacional, se me ocurre que al dejar de lado un inciso con las características que tiene el inciso 1? 
del artículo 4%, quedaría atrás nuestra gran intención de que exista el Plan Nacional que, en lo personal, pienso que es 
fundamental, por lo que habría que apuntar todos los recursos a ello. Este es un pensamiento en voz alta, pues observé que casi 
todos dejaban ese inciso. 


SEÑOR ACUÑA.- Con respecto a este tema, nosotros ya habíamos hecho algunos aportes desde el punto de vista conceptual. No 
sé si recuerdan que llamamos a este capítulo "La Ordenación del Territorio. Principales Instrumentos". A nivel conceptual, 
asumíamos que, el marco normativo por un lado, el proceso de planificación por el otro y la organización institucional constituían los 
instrumentos indispensables para cumplir con los objetivos de ordenación del territorio. Luego indicábamos qué se entendía por lo 
que nosotros denominábamos "marco normativo" y estaba claro que los planes, programas, acciones y funciones de ordenación 


territorial no podían ser adelantados en forma disociada y contrapuesta al Derecho. Esa era una propuesta de carácter muy 
general. 


Todo el proceso de ordenación tendría que estar sujeto al cuerpo normativo que le dé la legalidad institucional del caso. La norma 
jurídica en general debería fijar con claridad las competencias, las formas de elaboración, aprobación, ejecución y seguimiento de 
los planes y acciones, la forma de consulta y participación social permanente y, además, otros aspectos que hacen al proceso. 


La ley debería enunciar también el conjunto de acciones y medidas que directamente contribuyan a concretar la ordenación del 
territorio y aquellas genéricas tendientes a inducir el proceso hacia los objetivos planteados. 


Posteriormente, hablamos del proceso de planificación en sí. Con el objeto de dar coherencia al conjunto de políticas de diverso 
orden es imprescindible contar con planes de ordenación del territorio que recojan los planes sectoriales, temática y espacialmente, 
que los complementen y desarrollen dentro de un proceso de planificación integral y participativa, reconociendo, a su vez, las 
diferentes escalas de actuación. Esto es lo que reflexionábamos a nivel general. 


En cuanto a la organización administrativa, atendiendo a los alcances de este proceso, no se trata necesariamente de una 
estructura jerarquizada, sino de un sistema conformado por diferentes niveles de actuación administrativa que contribuyan directa o 
indirectamente a la concreción de la ordenación del territorio. A este respecto, estamos totalmente de acuerdo con el arquitecto 
Sienra y creo que esta opinión la compartimos todos. Acá surgía el problema de que el simple ejercicio de la construcción y llenado 
de la matriz -en su momento lo hicimos como ejercicio y, además, tenía competencias- permitió visualizar una notable complejidad 
en el mapa de ordenaciones. En todas las materias, con mayor o menor grado de claridad, siempre se expresaba la competencia 
concurrente de los gobiernos departamentales -eso estaba clarísimo- junto a más de un organismo o un gobierno central. 


Asimismo, resulta evidente la competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en todas las 
materias, ya que genéricamente, por su ley de creación, así se le había asignado. En aquel momento decíamos que la respuesta a 
dar debía considerar toda la complejidad de este mapa de relaciones institucionales de competencia acorde a las materias 
definidas para la ordenación del territorio. Es más, en determinado momento concurrió aquí Cousillas y se discutió mucho qué se 
entendía por competencias en la materia. La discusión estuvo bastante interesante. En tal sentido, expresamos que entendíamos 
necesario avanzar en la concepción de espacios interinstitucionales que resuelvan esta realidad con una integración y participación 
en roles diferenciados de los organismos e instituciones competentes para los diversos casos. Esto es lo que fundamenta nuestra 
propuesta de los llamados Consejo Nacional y Consejos Departamentales. 


Acerca de los instrumentos de planificación, habíamos avanzado en la reflexión conceptual de lo que refería a los niveles y tipos de 
planes de ordenación. No sé si recuerdan que nosotros reconocíamos escalas de planes de ordenación del territorio que, 
justamente, ya incluimos en la figura propuesta en cuanto a las competencias de los Consejos. Proponíamos manejar determinadas 
escalas de planes. Hablamos del Plan de Ordenación del Territorio, de los Planes Departamentales de Ordenación del Territorio y 
decíamos que éstos podrán definir, en cada caso, la necesidad de establecer niveles o escalas intradepartamentales de 
ordenación, pero no necesariamente eso tendría que figurar de entrada en la ley. El mismo Plan Departamental puede fijar estas 
escalas menores. 


Hablábamos también de los Planes Interdepartamentales de Ordenación del Territorio y los denominamos Planes Regionales, por 
una discusión muy interesante que se dio aquí. Esto no está saldado, pero puede ser una buena salida llamarles "Planes 
Regionales". Dentro de éstos, como caso particular, se establecía la conveniencia de elaborar el Plan de Ordenación Territorial del 
Area Metropolitana de Montevideo. En función de eso es que se hace la propuesta. 


Los Planes Nacionales, los Planes Regionales y el Plan del Area Departamental quedaban en la órbita del Consejo Nacional de 
Ordenación del Territorio con la conformación que nosotros proponíamos. Luego estaban los planes especiales de ordenación en 
áreas bajo régimen de administración especial. Ahí se incluía el área del Sistema Nacional de Areas Protegidas y otras tales como 
áreas de aprovechamiento agrícola especial. Esto está claro para el aprovechamiento forestal, áreas lecheras, reservas hidráulicas, 
zonas patrimoniales, áreas de manejo especial de recursos naturales, áreas de protección y/o recuperación ambiental, entre otras. 


En esta ley se indicará el nivel de planificación correspondiente a los centros poblados. Entonces, hablamos de los Planes de 
Ordenación Urbanística, concebidos como un caso particular de ordenación del territorio departamental. Acerca de esto ya existen 
normativas anteriores, como la Ley de Centros Poblados y normas municipales múltiples y variadas. Al no ser modificadas o 
derogadas las normas anteriores, estos planes, a nuestro juicio, deberían seguir siendo regidos, en términos generales, por 
aquellos marcos institucionales, sin perjuicio de definir otros nuevos. 


Esta modalidad de concebir las referencias sobre los planes urbanos, introduce una gran flexibilidad que, a nuestro juicio, es 
necesaria para el éxito del proceso global de ordenación, ya que se centra toda la atención en algo novedoso para nuestra realidad 
como son los planes nacionales, regionales o del área metropolitana de Montevideo. En esto, desde el punto de vista de la cultura 
de planeación y ordenación del territorio en nuestro país, aún no hemos avanzado suficientemente. En lo que tiene que ver con la 
ordenación urbanística se han hecho experiencias muy interesantes y creo que podemos hablar de una cultura bastante asentada. 
En cuanto al contenido de los planes en general y, concretamente a nivel del plan nacional, no sé si recuerdan un documento que 
tengo aquí que establece en forma bastante detallada los contenidos de los planes nacionales en forma bastante detallada. Ahora 
bien, dijimos que estos contenidos generales de los planes de ordenación del territorio se manejaban en tanto grandes 
lineamientos, pero tenían que ser adecuados al nivel nacional de planeamiento. Por lo tanto, a niveles o escalas menores era 
necesario introducir las adecuaciones del caso, teniendo en cuenta las tres escalas de ordenación que nosotros manejamos. 
Estamos trabajando en esto para poder llevarlo al articulado. 


Hasta ahora hicimos referencia a los instrumentos de planeación y, más adelante, aparecían los de gestión y de participación 
ciudadana, con respecto a lo cual ya hemos hecho algunos aportes en este ámbito. En su momento, hicimos una revisión con 
respecto a los mecanismos de participación ciudadana, con el fin de garantizar la gestión participativa del territorio. Por ejemplo, 
revisamos algunos instrumentos que pueden referirse en la ley, algunos de ellos ya existentes y otros nuevos. Se mencionaba, por 
ejemplo, a los órganos colegiados y, en ese sentido, aparecían las comisiones asesoras. Si bien estamos de acuerdo en que 
existan estas comisiones técnicas no las manejamos en lo que hace a la competencia sino que siempre dijimos que deberían estar 
junto con los instrumentos. Pero no hablamos solamente de una comisión técnica asesora sino que hicimos referencia a una 


comisión técnica asesora nacional y a comisiones técnicas asesoras departamentales. Eran instrumentos muy importantes que 
aseguraban que el proceso de planificación, a diferentes escalas del territorio, se hiciera lo más participativo posible, no solamente 
en cuanto al diseño de los planes o la elaboración de las propuestas sino también -y esto es muy importante- en lo relativo al 
seguimiento y la evaluación. 


Otras formas -algunas de ellas figuran en la iniciativa del Poder Ejecutivo- eran, por ejemplo, la puesta de manifiesto, las audiencias 
y otros mecanismos de consulta pública. Además, tenemos algunas dudas jurídicas sobre la posibilidad de que exista iniciativa 
ciudadana para elevar propuestas de planes, proyectos o programas de ordenación territorial a nivel nacional o departamental. No 
solamente se trata de asumir, desde la perspectiva de la ley, que las propuestas se elevan desde la esfera pública y allí se 
aprueban sino que también deberían abrirse instancias para que la ciudadanía eleve sus proyectos de ordenación del territorio a 
diferentes escalas. Con respecto a esto estamos manejando una serie de elementos pero creemos que sería bueno que la ley lo 
dispusiera explícitamente. 


También se habló de las operaciones territoriales consorciadas o de la concertación público- privada que, generalmente en 
legislaciones de otros países de América Latina se especifica en detalle a partir de la definición de determinados polígonos de 
actuación. Un antecedente claro está aquí en el POT, en las operaciones consorciadas con respecto a los pagos en las áreas 
potencialmente urbanizables del departamento de Montevideo. Entonces, decíamos que se podrían delimitar áreas de aplicación de 
Operaciones consorciadas en las diferentes escalas. Esto tiene que ser un aspecto muy importante. 


Cabe destacar que en la iniciativa del Poder Ejecutivo se habla de sociedades mixtas y, en este sentido, nosotros queríamos darle 
mayor amplitud y, en forma expresa, abrir el juego a la participación social privada o pública y, además, recordar las múltiples 
formas que posibilitan las asociaciones consorciadas como son los convenios y otros. A su vez, estamos trabajando en el articulado 
para ver cómo puede darse la participación pública en la propia operación en sí misma o en la promoción de la actuación sobre 
áreas concretas del territorio. Digo esto como simple recordatorio de manifestaciones que ya figuran en las versiones taquigráficas, 
pero esperemos que con respecto al tema, en un corto plazo podamos traer las propuestas concretas para el articulado. 


SEÑOR VILLEGAS.- En general, estoy de acuerdo con las expresiones del arquitecto Acuña pero me parece que el texto de la ley 
debe referirse a cosas más generales. Los procedimientos de detalle no pueden estar en la ley, como no lo están en la Ley de 
Creación del Ministerio. Por lo tanto, si bien hay jerarquías y fundamentación teórica que el delegado del Instituto de Urbanismo 
maneja mejor que quien habla, como por mi formación soy más pragmático, trato de establecer cosas más concretas. Desde luego, 
no desdeño la fundamentación teórica pero creo que los productos de un proyecto de ley deben ser sumamente concretos porque 
de lo contrario es posible que la norma no se cumpla. 


SEÑOR ACUÑA.- Desde el punto de vista conceptual, la conclusión es que hay que innovar en la creación de ámbitos distintos por 
lo que se mencionó a los consejos. Eso es muy preciso, tanto que inclusive dio lugar a algunas observaciones muy interesantes del 
propio arquitecto Villegas que pudimos recoger. Hicimos esa propuesta para, justamente, tratar de que a través de esta modalidad 
no entráramos en la eterna discusión de a quién compete qué y, por el contrario, manejáramos ámbitos que habilitaran una 
actuación extremadamente compleja de muchos organismos que actúan sobre el territorio desde múltiples perspectivas, en 
diferentes escalas y con jurisdicciones distintas sobre el territorio. También pretendíamos que esos múltiples organismos estuvieran 
actuando a escala nacional pero también en las escalas menores. A nuestro juicio, no basta con decir que compete al Poder 
Ejecutivo una determinada cosa y al Gobierno departamental otra, procurando que exista una coordinación. Sin embargo, para que 
esto se dé en concreto en términos pragmáticos, sugerimos esta figura de ámbitos de actuación de las múltiples instituciones que 
actúan. Esto está en la propuesta concreta. 


También dijimos qué compete a estos organismos. Entonces, aquí surge un tema muy polémico. Por ejemplo, es muy difícil de 
asumir y muy polémico, que los planes regionales queden en la órbita de los Consejos Nacionales de Ordenación y que en última 
instancia vayan a ser aprobados por el Poder Ejecutivo. De todas maneras, es nuestra propuesta concreta. Algunos dicen que 
quizás eso no sea conveniente pero, como desde otras perspectivas se proponen otras cosas, nos arriesgamos a plantear esto. 


SEÑOR VILLEGAS.- Eso es válido, pero depende de la escala. 
SEÑOR ACUÑA.- Hablamos de la escala regional y metropolitana. 
SEÑOR VILLEGAS..- No es lo mismo si se habla de esta mesa o del país. 


Aclarando la proposición del arquitecto Acuña, desde luego no pretendo más que haber elaborado una síntesis muy concreta de 
aspectos que se han manejado en esta Comisión. Naturalmente, la fundamentación teórica de esta serie de planes existe, pero no 
consideré conveniente incluirlo en esta síntesis. 


SEÑOR ACUÑA.- No me gusta demasiado la modalidad de trabajo del arquitecto Villegas. Vinieron muchas reflexiones del 1 al 14 
y las compartimos. Entonces, ¿dónde están las discrepancias? Por ejemplo, ¿por quién tiene que ser aprobado el Plan? El 
arquitecto Villegas dijo que por el Parlamento, pero nosotros teníamos dudas sobre eso y propusimos que por el Poder Ejecutivo. A 
nuestro juicio es interesante discutir esto. Además, qué sucede si surge un marco normativo de este tipo para ordenar el territorio 
nacional que es aprobado por el Ejecutivo. Nosotros propusimos eso. No pensamos lo mismo sobre los Planes Departamentales y 
dijimos que debían ir a la Junta. De todas maneras, podemos discutir por qué hacemos dos proposiciones distintas en cada caso. A 
nivel nacional lo hacemos creando el mito de que en cierta medida da garantías de transparencia, de elaboración, de seguimiento. 
Además, participan quienes deben hacerlo y quienes tienen que decir cosas respecto a la ordenación del territorio desde el 
principio. Entonces, en última instancia lo que aprueba el Poder Ejecutivo pensamos que cuenta con las garantías de haber tenido 
un ámbito participativo de todos los organismos competentes. Asimismo, los que se deben sancionar son los lineamientos 
estratégicos fundamentales -en ese sentido, el arquitecto Sienra se refería a los aspectos estructurantes del territorio y nosotros 
hicimos el listado de lo que debería ser ese asunto- y pensamos que podría ser suficiente -y tendría todas las garantías del caso- 
que esto pasara a la aprobación del Ejecutivo. 


A nivel departamental, entramos a analizar un territorio con mayor profundidad. Entonces, ahí puede ser muy conveniente que 
intervenga la Junta y que sea en última instancia la que apruebe el Plan. Pero también se crea el ámbito para que cuando llegue a 
la Junta todos los que deban participar lo hagan, incluyendo al Gobierno nacional. 


En la parte instrumental, las Comisiones Técnicas Asesoras apoyan estos procesos y se supone que aseguran la participación 
ciudadana e institucional pública de otros niveles como el universitario. Según el decreto de su creación, en estas Comisiones hay 
una representación muy amplia de la ciudadanía y del mundo institucional que las hace muy interesantes para apoyar los procesos 
de elaboración, de evaluación permanente, etcétera. 


Como con eso no basta, hablábamos de ciertas figuras que creo que es importante estén mencionadas en la ley. La propuesta del 
Ejecutivo habla de la "puesta en manifiesto" y hay un artículo concreto que se refiere a eso. Personalmente, me llamó mucho la 
atención el hecho de que en la propuesta que elevaba la Dirección de Ordenamiento Territorial desaparecía ese artículo en 
particular. Nosotros entendemos que todo ese instrumental debe estar vigente y es bueno que se haga uso del mismo no sólo 
durante los procesos de elaboración, sino también en los de seguimiento y de evaluación. 


Con esto estoy haciendo una especie de anuncio de que próximamente vamos a tratar de traer una propuesta de articulado en 
base a todos estos conceptos que hace bastante tiempo venimos manejando sobre los instrumentos. 


Con respecto al campo de las competencias, ya hicimos propuestas concretas. Creo que la gran diferencia que hay entre el 
conjunto de propuestas que maneja esta Comisión y nosotros es justamente en los llamados Consejos. La propuesta es bien 
concreta; los déficit que tiene ya los anunciamos y no los vamos a superar para el miércoles. Nosotros dejamos constancia de que 
en las competencias que nosotros listábamos sobre los Consejos hay un gran faltante que es el relativo a la evaluación y el 
seguimiento. En su momento habrá un perfeccionamiento de la propuesta pero para nosotros es un serio faltante porque desde el 
punto de vista conceptual hacíamos especial hincapié en el seguimiento como proceso. Entonces, no puede ser que hayamos 
obviado ese tema. Sin embargo, lo hicimos y tratamos de superar ese faltante haciéndolo constar en actas -no en la última sesión, 
en la que nosotros no estuvimos, sino en la anterior- y diciendo que en su momento lo íbamos a solucionar. Quiero que quede 
constancia de que la atribución de competencia a los Consejos Departamentales y Nacionales debe complementarse con el 
seguimiento y la evaluación. Cuando se habla de los planes, de lo que concretamente van a contener, etcétera, tiene que aparecer 
el cumplimiento obligatorio, cada cuánto tiempo hay que revisarlo y demás. No pensamos que eso figurara en la parte de 
competencias tal como lo vimos nosotros, pero sí tiene que aparecer en la parte de instrumentos. Entonces, hay dos paquetes 
fundamentales de los instrumentos: la parte de instrumentos de planeación y la de gestión y participación ciudadana. En la 
iniciativa, se agregan otros instrumentos como el del policía, cartera de tierras, etcétera y creo que será interesante analizarlos. 


Leí con mucha atención dos documentos que tuvo la gentileza de mandarnos por correo el escribano Vázquez y que considero 
interesantes para la reflexión. Uno refiere a la cartera de tierras y tiene una visión absolutamente escéptica, aunque creo que muy 
bien fundamentada. Quizás yo no participe de esa visión, pero entiendo que es interesante. Digo esto porque creo que en este 
capítulo vale la pena discutir el tema de cartera de tierras. El otro documento alude a algunas observaciones que, en su momento, 
elevó a la Comisión la Asociación de Ingenieros Agrimensores en lo que se relaciona con las disposiciones legales que surgirían de 
la iniciativa del Poder Ejecutivo, en cuanto a la cesión del suelo para que en él se asienten los equipamientos colectivos, más allá 
de lo que siempre hay que prever para la circulación. No participo tanto de esa opinión, pero es interesante recordarla y discutirla. 


Desde nuestro punto de vista en concreto estamos avanzando en los instrumentos de planeación, en los instrumentos de gestión y 
participación ciudadana, que incluye la concertación público-privada y la cartera de tierras. En definitiva, la iniciativa del Poder 
Ejecutivo habla de recursos concretos, precisamente, a través de la cartera de tierras. 


Cuando uno hace una propuesta de ley nacional de viviendas, es relativamente sencillo -la ley es coercitiva, aunque hay un margen 
de manejo político- porque se hacen recorrer determinados caminos en función de que se otorgan dineros para una cosa u otra. 
Hay dinero de por medio, como ser, mediante el Fondo Nacional de Viviendas, etcétera. El problema cuando se maneja este nivel 
de ordenación del territorio es que ese manejo del dinero, que ayuda a ser coercitiva una ley, no existe. 


El tema de la cartera de tierras es un asunto sobre el que quizás hay que reflexionar porque se trata del manejo de un recurso que, 
además, es patrimonio nacional. Si mal no recuerdo, la propia iniciativa refiere al recurso con el que cuentan las diferentes 
instituciones públicas, o sea, que es patrimonio público. Ese capítulo, en la propuesta de la Dirección de Ordenamiento también 
desaparece porque la propuesta es que desaparezca todo. Nosotros estaríamos muy de acuerdo en discutir el tema y es bueno 
que el escribano Vázquez lo haya refrescado. 


Hay una experiencia concreta. Cuando con la Universidad estudiamos el tema del puente Colonia-Buenos Aires y trabajamos para 
la Comisión Nacional, manejamos como un elemento clave para enfrentar todos los impactos del puente en la ciudad de Colonia, la 
famosa cartera de tierras. Esa fue una fuerte propuesta nuestra que se realizó en 1989 ó 1990. A mí me viene bien que me muevan 
el piso, para ver si es tan así; el escribano Vázquez dice que quizás no sea tan así. Entonces me parece que es de sumo interés 
discutir el tema. 


SEÑOR VILLEGAS.- Me voy a permitir exponer un ejemplo de participación popular de la cual fui protagonista. Durante mi 
intervención en Maldonado hubo una serie de iniciativas, algunas de las cuales fueron apoyadas y otras no. Todos ustedes 
conocerán la plaza de Maldonado y una de las iniciativas comenzó con la fuente de esa plaza que tiene una especie de catafalco 
infame encima, aunque no vale la pena traer a colación a la persona que realizó la obra hace muchos años, durante el gobierno 
militar. No lo descalifico por eso, sino porque es horrible. 


Estuvimos conversando con el arquitecto José Luis Real, Secretario de la Intendencia, sobre la plaza de Maldonado que conocí 
antes de la intervención, momento en que fue reformada para actos públicos militares. En esa oportunidad, se destruyó una 
cantidad importante de especies vegetales que había. Conversando con el arquitecto Real le expuse la idea de plantear una 
renovación de la plaza, aunque no volviendo a lo que había anteriormente que ya había desaparecido. Se pensó en una 
disminución de las áreas de caminería. Si no me equivoco, la calle de entrada a la plaza, la diagonal que da al monumento, tiene 11 
metros. Allí hay un exceso de pavimento y falta de verde, entonces sobre esa base la Dirección de Arquitectura de Maldonado -allí 
trabaja el arquitecto Morelli y otros- elaboró un proyecto para remodelar la plaza. Luego de que estuvo el proyecto se exhibió casi 
un mes en un comercio que está en Sarandí y 25 de Mayo, en una esquina de la plaza, por donde pasa toda la gente en 
Maldonado. Se dieron explicaciones públicas, el proyecto se llevó a la Junta Departamental y se pidieron opiniones y sugerencias 
de la gente. Sin embargo, no se recibió ninguna opinión. Esa fue una triste experiencia personal sobre la participación popular. 
Puede ser que eso no estuviera bien organizado o tal vez faltaron muchas cosas, pero lo cierto es que finalmente fue un fracaso. 


Por eso, soy un poco escéptico cuando aquí se plantean determinadas estructuras, porque pienso que teóricamente son 
estupendas, pero en la práctica resulta difícil que funcionen correctamente. 


SEÑOR ACUÑA.- Pienso que cada uno ha tenido sus experiencias en esta materia. En nuestro caso, participamos de la consulta 
pública a propósito del proyecto de la Ciudad Vieja, formando parte del Grupo Promotor para el Desarrollo de Montevideo. En este 
sentido, cabe acotar que dimos otro alcance a la consulta, que ya iba mal. Entonces, existen instancias de participación, pero como 
nuestro tejido social está muy organizado, ellas deben ser "gatilladas" -por decirlo de alguna manera- en un momento determinado 
porque, de lo contrario, fracasan. Si se quiere hacer las consultas públicas desde la perspectiva de una consulta a los individuos, se 
corre ese peligro. 


En definitiva, acepto lo que aquí se ha dicho con respecto a que eso debe mencionarse como que es bueno que se haga. Luego, 
se tendrá que descubrir la mejor manera de hacerlo. 


A continuación, me gustaría citar un ejemplo que muestra la importancia que tiene el tema de la iniciativa a la hora de elaborar 
propuestas de planes, proyectos, programas, etcétera. En su momento, a fines de la década de los 80, la Facultad de Arquitectura 
trabajó muchísimo, junto con vecinos organizados de Montevideo, en la elaboración de cuatro propuestas de rehabilitación urbana 
barrial en la capital, pero esas propuestas no pudieron ser canalizadas, porque todo dependía del juego de poder, de la presión. 


Entonces, en última instancia, cuando en una ley de este tipo se quiere destacar lo referido a la iniciativa para proponer cosas, se 
piensa en mejorar las posibilidades de abrir canales. Esto sí puede ser manejado, incluso ante la opinión pública, de muy diferentes 
maneras. A su vez, si figura en la ley, y si se trata de una ley nacional en esta materia, se vuelve algo muy importante. En la petición 
constitucional número 7 está establecida la cantidad de mecanismos pero, a nuestro juicio, sería muy bueno que también se 
refrescara -por decirlo así- todo lo relativo a los manifiestos. Sinceramente, pensamos que, de haber disposiciones de este tipo o de 
recordarse las que ya existen, a través de leyes de este tipo -lo que abriría caminos para que todo esto llegara de la mejor manera 
posible a quienes en última instancia deben resolver sobre estas cosas- estaríamos ante propuestas muy positivas. 


En fin, cuando hacemos sugerencias relativas al articulado, planteamos lo que podemos según nuestra propia cosecha, es decir, en 
función de las experiencias que hemos tenido, pero también lo hacemos en función de las experiencias que este colectivo está 
volcando sobre la mesa, porque ello es un poco la bondad de este grupo. 


SEÑOR BERRUTTI.- Se levanta la reunión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 50 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


